
Valparaíso, catorce de febrero de dos mil doce.

VISTOS, OIDOS Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que,  JOSE TOMAS PERALTA MARTINEZ, abogado, domiciliado para estos efectos en José Miguel Carrera 121, comuna de Santiago,  en representación de (1) Marcela Aja Rivero; (2) Ingrid Alarcón Rivera; (3) Nancy Alegría Castillo; (4) Eduardo Alfaro Araya; (5) María Luisa Álvarez; (6) Leonor Arancibia Rojas; (7) Luis Arancibia Sánchez; (8) Reinaldo Arredondo Ríos; (9) Alicia Avendaño Oñate; (10) Paola Basualdo; (11) María Ester Becerra; (12) Paula Bernal; (13) Katherine Berríos Cofré; (14) Marcela Berríos; (15) Priscila Briones Ahumada; (16) Daniela Cáceres Castillo; (17) Priscila Campos; (18) Flavia Capetillo Méndez; (19) Rossana Castro Blackwood; (20) Roxana Chapa Llano; (21) Claudia Coloma Nieto; (22) Carolina del Pozo Núñez; (23) Jorge Díaz Fuentes; (24) María Elena Díaz; (25) Jessica Donoso Gamboa; (26) Jeannette Donoso Ponce; (27) Griselda Donoso Villablanca; (28) Rosa Durán Jara; (29) Ideth Espinoza; (30) Rosa Figueroa Alvarado; (31) Magaly Figueroa Miranda; (32) María Carolina Figueroa Toledo; (33) Sylya Flores Escabarrenlenych; (34) Patricia Geldes Guerra; (35) Angelina González Ortega; (36) Zunilda González Salinas; (37) Marisel González Vargas; (38) Palmenia Hernández Correa; (39) María Herrera Alfaro; (40) Pamela Iturrieta Huelten; (41) Alejandra Laurel Del Río; (42) María Landaur Chodil; (43) Isabel Layana Araya; (44) Ana María Lebuy Sepúlveda; (45) Constanza Lillo Palma; (46) Nancy Lucero Henríquez; (47) Sonia Luza Espinoza; (48) Helia Mirallanca González; (49) Mónica Mella Ortega; (50) Ignacio Molina Mondaca; (51) Elisa Montenegro; (52) Gabriela Morales Berrios; (53) Pamela Nieto Figueroa; (54) Isabel Ormazábal Reyes; (55) Cynthia Ormeño Piña; (56) Jessica Osses Figueroa; (57) Lila Oyanedel; (58) Andrea Palma Godoy; (59) Selange Pérez Ortiz; (60) Hilda Pérez Rivas; (61) Juana Placencia Parra; (62) Marisel Rojas Alvarado; (63) Gricel Rojo Muñoz; (64) Marina Sepúlveda Zapata; (65) Patricia Silva Medina; (66) Patricia Villagra Vergara; (67) Myriam Magna Fernández; (68) Evelyn Villarroel Mella; (69) Marcela Villagra Vergara; (70) Ana Verdejo Pedreros; (71) Marjorie Yáñez Carvacho; (72) Claudia Robledo Elgueta; (73) Carlos Gatica Callejas; (74) Patricio Torres Lagos; (75) Gerta Tapia Arcos; (76) Romina Villarroel Díaz; (77) Gladys Manquelipe Palacios; (78) Gloria Vicent Ávila; (79) Andrea del Carmen Salas Torres; (80) Leila Yagi Varas; (81) Christopher González Muñoz; (82) Viviana Zamora Beltrán, todos trabajadores de la empresa Clínica Ciudad del Mar S.A. en adelante "los trabajadores" o "los demandantes", de su mismo domicilio para estos efectos,  interpone demanda por prácticas antisindicales y actos de discriminación en contra de la empresa CLÍNICA CIUDAD DEL MAR S.A., RUT 96.885.950-1, ignora giro social, representada legalmente, de acuerdo al Art. 4 del Código del Trabajo, por doña Elizabeth Frese Bruno, ignora profesión u oficio, ambas domiciliadas en 13 Norte 635, comuna de Viña del Mar, a fin de que se declare que la demandada ha incurrido en conductas lesivas a la libertad sindical de sus representadas, por los fundamentos que expone.



Durante los meses de noviembre y diciembre de 2010, el Sindicato Nacional Interempresa de Trabajadores de Supermercados D&S inscribió y preparó a un grupo de trabajadores de la empresa demandada para negociar colectivamente. Todos los trabajadores incluidos en el proyecto de contrato colectivo, eran socios del sindicato respectivo, que por ley no puede obligar a la demandada a negociar colectivamente con el sindicato interempresa referido, sin embargo todos los miembros del grupo negociador eran socios del sindicato interempresas, ya que los trabajadores no tenían ninguna experiencia sindical, menos en negociación colectiva y carecían de toda asesoría para enfrentar el complejo procedimiento legal de la negociación colectiva. 


Si no fuera por el proceso de organización del sindicato, que le proporcionó al grupo negociador la organización, capacitación y asesoría, no habría sido posible el desarrollo del proceso de negociación colectiva; pero a los socios el participar del sindicato les implica un costo de $3.495 por concepto de cuota sindical, la suma de $10.000 de multa si no asisten de manera injustificada a una asamblea, el pago de pasajes de movilización colectiva para ir y volver de la asamblea y el tiempo extra laboral que se destina por asamblea por lo menos de 4 horas mensuales y a lo menos de 16 horas mensuales durante los procesos de negociación colectiva. Gastos en los que no incurren los trabajadores que no negocian colectivamente, no obstante lo cual reciben todos los beneficios de la negociación colectiva, lo que no sólo es injusto, impide que todos los trabajadores se inscriban en el sindicato, sino que además implica una discriminación en contra de los trabajadores que realizan todo el esfuerzo y el gasto para mejorar las condiciones comunes de trabajo y remuneración, obteniendo al final del día menos beneficios que los trabajadores no sindicalizados.


En este sentido, los trabajadores demandantes eligieron afiliarse a un sindicato interempresas, ejerciendo el derecho a libertad de afiliación, en cuanto a elegir a qué tipo de organización sindical desean afiliarse y luego negociar colectivamente, todos los socios del sindicato, como grupo negociador, ya que la negociación colectiva interempresas no está contemplada en nuestra legislación laboral vigente, como obligatoria para la empresa, por lo que la única alternativa que le queda a los socios de un sindicato interempresas es la negociación como grupo negociador.


Durante los meses de enero y febrero de 2011, los trabajadores tuvieron un proceso de negociación colectiva con la empresa demandada, el que culminó con la celebración de un contrato colectivo con fecha 4 de Febrero de 2011. 


La empresa, al momento de efectuar el pago de las remuneraciones correspondientes al mes de Febrero de 2011, decide hacer extensivos todos los beneficios acordados en el contrato colectivo, a todos los trabajadores de la empresa hayan o no participado en la misma y aprovechando que los trabajadores negociaron como grupo negociador y no como sindicato, la empresa hace extensivos los beneficios, pero no descuenta el 75%  de la cuota sindical ordinaria a los trabajadores a los que se hizo extensivo el contrato, pese a que es conocida por la empresa  la afiliación sindical de sus representados. Además, estos trabajadores no se ven obligados a cumplir con las actividades del sindicato, ni tienen los costos que incluyen la participación en un sindicato, señalados precedentemente.


La intención de esta extensión de beneficios es evidente, la idea de la empresa es generar  en los trabajadores de la empresa que no están afiliados al sindicato, la idea de que no es necesario pertenecer a una organización sindical para obtener los beneficios que se han estipulado en los contratos colectivos que se han celebrado, en circunstancias que es claro que dichos beneficios se obtuvieron, de forma directa, por las acciones que realizó el sindicato y los trabajadores, en tanto afiliados al sindicato, en la obtención del contrato colectivo que se está extendiendo a todos los trabajadores.


Lo anterior afecta directamente la libertad sindical, dado que se otorgan a los trabajadores incentivos para que no se afilien al sindicato al que pertenecen sus representados, entregando beneficios que, de no haber mediado la negociación colectiva realizada por los demandantes no habría entregado a ninguno de los trabajadores de la empresa. 


Además de lo anterior, la empresa está estableciendo una discriminación arbitraria en contra de los trabajadores que están afiliados al sindicato, respecto de aquellos trabajadores que no están en la organización sindical. Ello porque los trabajadores que no se encuentran afiliados al sindicato están recibiendo los beneficios logrados en el contrato colectivo de 04 de Febrero de 2011, sin haber participado en el proceso, y sin aportar a la organización o al grupo de trabajadores que realizó las acciones que lograron esos beneficios, mientras que estos últimos reciben los mismos beneficios, pero tienen que aportar mensualmente parte de sus remuneraciones al sindicato que amparó la negociación colectiva, cuota sindical que asciende a $3.495 mensuales, y se ven en la necesidad de cumplir con los compromisos que su afiliación les impone, lo que también les significa gastos (pasajes, costo de oportunidad, etc.).


En conclusión, la extensión de los beneficios del contrato colectivo de 04 de Febrero de 2011, tiene como objetivo otorgar incentivos a los trabajadores para que no se afilien al Sindicato Nacional Interempresa D&S y Otros, que es el sindicato al que pertenecen sus representados y todos los trabajadores que han negociado colectivamente para la subscripción de ese contrato, afectando la libertad en su esfera individual y colectiva de todos los trabajadores de la empresa.


Señala que sus representados están consientes que el hacer extensivos los beneficios de un instrumento colectivo a trabajadores de la empresa que no participaron en la negociación es una facultad del empleador, pero la existencia de esta facultad, en ningún caso autoriza a los empleadores a hacer uso de ella de modo tal que el uso de la facultad resulte contrario a la libertad sindical y constituyan actos de discriminación, como ha ocurrido en la especie puesto que el ejercicio de esta facultad del empleador ha sobrepasado los límites, afectando de forma injustificada la libertad sindical y al igualdad de los trabajadores, tornando una acción que antes era lícita, en ilegal.


Por lo expuesto, solicita hacer lugar a esta demanda por prácticas antisindicales y en definitiva declarar:

 1.-Que sus representados son víctimas de prácticas antisindicales y actos de discriminación, derivadas del trato recibido por parte de la empresa por el hecho de pertenecer al Sindicato Nacional Interempresa D&S y Otros. Consistentes en haber extendido los beneficios del contrato colectivo de fecha 4 de Febrero de 2011, en tanto ello genera una discriminación en contra de los trabajadores sindicalizados, respecto de los trabajadores no sindicalizados, al tener los segundos los beneficios sin costo alguno, a diferencia de la situación en la que se encuentran los primeros, que si deben cumplir con cargas sindicales por esos beneficios, lo que afecta la libertad sindical y vulnera la igualdad de los trabajadores en base a su sindicación.

  2.-Que los hechos descritos en la demanda constituyen prácticas antisindicales y un tratamiento discriminatorio por parte de la empresa demandada, hechos que tiene carácter de graves.

  3.- Que los actos de discriminación y las prácticas antisindicales tienen su origen en un ejercicio abusivo de las facultades que la ley le otorga al empleador. 

  4.-Que   como   consecuencia   de   las   prácticas   antisindicales   y los actos   de discriminación, se condene a la demandada a lo siguiente:

  5.- Que a modo de indemnización y reparación de los daños causados con los actos de discriminación antes descritos, se condene en virtud del Art. 495 N° 3 del Código del Trabajo, a que la empresa demandada pague a cada uno de sus representados el monto de las cuotas sindicales, $3.495 (tres mil cuatrocientos noventa y cinco pesos), por todo el periodo de vigencia del contrato colectivo, 24 meses, y un monto de $200.000 (doscientos mil pesos) a cada uno de los demandantes, por todos los gastos y tiempo que debe emplear en actividades sindicales, durante el tiempo de vigencia del contrato colectivo. Es decir, un indemnización de $284.000 (doscientos ochenta y cuatro mil pesos), para cada uno de los demandantes que compense los gastos en que incurren al ser miembros del sindicato que amparó la negociación colectiva de la que trata esta demanda.

   6.- Que se condene a la demandada al pago del máximo de la multa contemplada en el Art. 292 del Código del Trabajo, esto es, al pago de una multa de 150 UTM, o la que S.S. estime corresponde.

   7.- Que se condena a la demandada al pago de una indemnización por daño moral a los trabajadores, al haberse afectado gravemente los derechos constitucionales de los mismos, por una suma de $4.000.000 (cuatro millones de pesos), a cada uno de los demandantes.

   8.- Que se remita copia de la sentencia de autos, para su registro y publicación, a la Dirección Nacional del Trabajo.

   9.-Que se ordene el cese inmediato de todas las conductas desleales y actos de discriminación en las que ha incurrido la demandada, y que han sido largamente descritas a lo largo de la presente demanda. 

  10.-Todas   las   sumas   deberán   pagarse   con   los   reajustes e intereses contemplados en los artículos 63 y 173 del Código del Trabajo.

     Que se condene expresamente a la demandada al pago de costas.

SEGUNDO: Que, Omar Matus de la Parra Sarda, abogado, en representación de Clínica Ciudad del Mar S.A., sociedad del giro de su denominación, ambos domiciliados en Calle 13 Norte Nº 635, comuna y ciudad de Viña del Mar, contestando la demanda por tutela de derechos fundamentales, por supuestas prácticas antisindicales y supuestos actos de discriminación, interpuesta  en contra de Clínica Ciudad del Mar S.A., solicita que ésta  sea rechazada en todas sus partes, con expresa condenación en costas.


Fundamentando esta solicitud expresa que en la demanda no se han señalado hechos o conductas de su representada que hayan impedido, en modo alguno, la conformación de un sindicato al interior de la empresa, ni tampoco hayan impedido a sus trabajadores afiliarse al   Sindicato Nacional Interempresas D&S, es decir, la contraria no ha dado cumplimiento a la exigencia del artículo 493 del Código del Trabajo.


En efecto, ante la inexistencia de un clima lesivo de derechos fundamentales al interior de la empresa dado por conductas previas y persistentes del empleador, la imputación que hacen los actores en el sentido de que su representada estaría incentivando a sus trabajadores para que no se afilien al sindicato interempresa, por sí sola, sin otro antecedente, no puede ser considerada como un indicio suficiente, especialmente si se considera que el mismo legislador legitima la conducta de hacer extensivos beneficios a los restantes trabajadores de la empresa, en la hipótesis contemplada en el artículo 346 del Código del Trabajo.


La sola circunstancia de hacer extensivo a todos los trabajadores un beneficio acordado con un grupo negociador, en una empresa donde no existe sindicato, no lo enmarca dentro de un contexto de discriminación. Muy por el contrario, discriminados podrían legítimamente sentirse, los demás trabajadores de la empresa, si su representada no hubiese actuado como lo hizo, esto es, no descontándoles la cotización prevista en el inciso 1o del artículo 346 del Código del Trabajo, ya que ello solamente hubiese resultado legalmente procedente, si los beneficios contenidos en el contrato colectivo, hubiesen sido obtenidos por un sindicato y no por un grupo negociador como ocurrió en la especie, según  expondrá a continuación.


Relata que en el mes de Mayo de 2010, su parte fue notificada por delegados de la Clínica y dirigentes del Sindicato Interempresa de Trabajadores   de   Supermercados   D&S,   de  que   una   serie   de trabajadores se habían incorporado a éste último, debiendo su representada descontar mensualmente a cada uno de ellos la suma de $3.495  a título de cuota sindical, para ser pagada al antedicho sindicato.


Lo que señala la demanda en su libelo pretensor es que un grupo de trabajadores contrató los servicios de ese sindicato Interempresas para asesorarlos en un proceso de negociación colectiva como grupo negociador, lo que no consta a su parte, ni mucho menos pueden afectarle los acuerdos que ellos en forma privada hayan alcanzado, exceptuando el descuento previamente referido y autorizado por los trabajadores.


El mismo demandante  en la página 3a de su demanda, párrafo 2o, señala que los trabajadores demandantes negociaron colectivamente, como grupo negociador, ya que la negociación colectiva interempresas no está contemplada en nuestra legislación con carácter obligatorio para el empleador.


Reconoce de esta manera que en Clínica Ciudad del Mar no existe un sindicato y que respecto de los trabajadores involucrados, la negociación se llevó a cabo por estos últimos en calidad de "grupo negociador."


Señala que este proceso de negociación culminó con la suscripción de un contrato colectivo de fecha 4 de febrero, lo que es efectivo.


Del tenor de la demanda pareciera que la demandante pretendiese culpar a la demandada por el hecho de aplicar la ley laboral en los términos en que ella está efectivamente concebida, asumiendo en su representada una intencionalidad que jamás ha existido en las actuaciones de esta última.


Omite el demandante la información de que con fecha 26 de noviembre de 2010 "La comisión Negociadora de los Trabajadores que se han unido para los efectos de negociar colectivamente con la empresa Clínica Ciudad del Mar S.A." presentó a la empresa un Proyecto de Contrato Colectivo para negociar como "Grupo de Trabajadores Unidos para Negociar" de acuerdo a las normas laborales.  En otras palabras, el demandante tenía pleno conocimiento que quienes iniciaban el proceso de negociación colectiva era un grupo de trabajadores unidos para tal efecto. Tampoco señala la contraria que la Inspección del Trabajo de Viña del Mar, como consta del Oficio 2784, de 31.12.10, siempre estuvo en conocimiento del proceso de negociación colectiva iniciado en la empresa de mi representada "Por un grupo de trabajadores Unidos para dicho efecto"


De lo anteriormente señalado, queda en evidencia que quien presentó el contrato colectivo a su representada, y quien finalmente realizó las gestiones propias de la negociación que se llevó a cabo fue precisamente el grupo negociador, y nunca el Sindicato Interempresa ya mencionado.

          Añade que nuestra legislación vigente, en el artículo 334 del Código del Trabajo indica: “Dos o más sindicatos de distintas empresas, un Sindicato Interempresa, o una federación o confederación, podrán presentar proyectos de contrato colectivo de trabajo, en representación de sus afiliados y de los trabajadores que adhieran a él, a los empleadores respectivos.

Para que las organizaciones sindicales referidas en este artículo puedan presentar proyectos de contrato colectivo será necesario:

a) Que la o las organizaciones sindicales respectivas lo acuerden en forma previa con él o los empleadores respectivos, por escrito y ante ministro de fe; b) Que en la empresa respectiva, la mayoría absoluta de los trabajadores afiliados que tengan derecho a negociar colectivamente, acuerden conferir en votación secreta, tal representación a la organización sindical de que se trate, en asamblea celebrada ante ministro de fe.

La presentación del correspondiente proyecto se hará en forma conjunta a todos los empleadores que hayan suscrito el acuerdo."


El artículo 334 bis del mismo cuerpo legal indica: "No obstante lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 303, el Sindicato Interempresa podrá presentar un proyecto de contrato colectivo de trabajo, en representación de sus afiliados y de los trabajadores que adhieran a él, a empleadores que ocupen trabajadores que sean socios de tal sindicato, el que estará, en su caso, facultado para suscribir los respectivos contratos colectivos.

Para efectuar esta presentación, se requerirá que lo haga en representación de un mínimo de cuatro trabajadores de cada empresa."


Corolario de lo anterior, nuestra legislación permite explícitamente que un Sindicato Interempresa pueda negociar colectivamente, lo cual puede realizar a través de dos mecanismos:    El primero de ellos es por medio de un acuerdo previo con la empresa. La segunda alternativa es la presentación directa de un proyecto de contrato colectivo por parte del Sindicato a la empresa, que cumpla con las exigencias del artículo 334 bis del ya mencionado cuerpo legal.


No obstante lo anterior, y como se indicó, el Sindicato Interempresas no optó por ninguna de las alternativas que indica la ley para iniciar el proceso de negociación colectiva con su representada. No solicitó a ésta algún tipo de acuerdo para actuar como tal, ni tampoco presentó proyecto alguno de contrato colectivo, siendo el "Grupo de Trabajadores Unidos para Negociar" quien sometió a consideración de la Clínica demandada el Proyecto de Contrato Colectivo al cual ya se hizo alusión.


En virtud de lo anterior, resulta contradictorio que en esta sede se pretenda reivindicar derechos sindicales que en la práctica tampoco se han ejercido.


En otras palabras, la contraria pretende que el Tribunal establezca que la denunciada ha incurrido en prácticas antisindicales, en contra del Sindicato Interempresa, cuando en los hechos éste no ha actuado como tal, no obstante tener las facultades legales para hacerlo.


En relación a los hechos sindicados por los demandantes como prácticas antisindicales y actos de discriminación, es preciso señalar que no son constitutivos de ellos por cuanto indican que constituiría una práctica antisindical la circunstancia de que al momento de efectuar el pago de las remuneraciones del mes de febrero, la empresa hizo extensible a todos los trabajadores de la Clínica los mismos beneficios acordados en el contrato colectivo, lo que,  sin perjuicio de no estar prohibido tampoco es efectivo.


En primer término, llama profundamente la atención a esta parte que la contraria sindique como práctica antisindical una circunstancia que estuvo, durante toda la negociación colectiva, en pleno conocimiento de los demandantes, incluso al momento de la firma del contrato colectivo. En efecto, el grupo negociador, en su proyecto de contrato colectivo del trabajo, de fecha 26 de noviembre de 2010, en el Capítulo Primero señaló explícitamente: "Este Contrato Colectivo también se aplicará a los trabajadores que ingresen al sindicato con posterioridad a la suscripción del presente y la empresa se obliga a no hacer uso de la facultad establecida en el artículo 346 del Código del Trabajo, esto es, a no extender el presente instrumento colectivo a los trabajadores no sindicalizados"


Sin embargo, su representada, desde un comienzo, estuvo en completo desacuerdo con la cláusula indicada, lo cual fue puesto en conocimiento del grupo negociador por la respuesta que la empresa dio al proyecto presentado por el grupo de trabajadores que negociaban colectivamente. Así, el Contrato Colectivo finalmente suscrito entre las partes no incluyó una cláusula de la naturaleza indicada, precisamente porque la empresa, como norma de administración, se reservó la facultad de aplicar algunas de las condiciones pactadas en el contrato colectivo al resto del personal.


Lo expuesto en caso alguno puede interpretarse, per se, como un acto de discriminación ni como práctica antisindical. Si así fuese entonces esta posibilidad ni siquiera estaría contemplada en nuestra ley laboral. La situación es precisamente contraria a lo que sostienen los demandantes, ya que la ley se pone específicamente en el caso en que el empleador haga extensivos los beneficios obtenidos en la negociación colectiva a quienes no participaron en ella, situación en la que se aplica el artículo 346 del Código del Trabajo, que obliga a descontar un 75% de la cuota sindical a los no sindicalizados, a fin de aportarla al Sindicato que obtuvo los beneficios en la negociación colectiva. En consecuencia, no es una situación prohibida y no lo es porque el legislador entiende que, como una sana norma de administración y convivencia laboral, el empleador debe estar en condiciones de aplicar iguales parámetros para quienes ejercen iguales funciones.


Aún así, y no obstante no tratarse del punto medular en esta discusión, es preciso indicar además que la extensión de los beneficios a los trabajadores que no pertenecieron al grupo negociador no se dio en su totalidad, ya que a todos los trabajadores del grupo negociador se les reconoció el derecho a solicitar a la empresa un crédito sin intereses, para ser pagado en 24 meses, hasta por la suma de $ 300.000.- por trabajador, el que no fue otorgado a la generalidad de los trabajadores que no negociaron colectivamente. A su respecto, es preciso hacer presente que éste beneficio otorgado a los trabajadores que participaron de la negociación es de tal importancia, que precisamente prefirieron la obtención de dicho beneficio en reemplazo de un bono de término de negociación.


Conforme a lo anterior, los demandantes señalan que, respecto de los trabajadores que no participaron en la negociación colectiva, mi representada no hizo el descuento previsto en el artículo 346 del Código del Trabajo a dichos trabajadores (aun cuando se cuida la demanda de señalar si tal descuento es o no procedente legalmente), lo cual constituiría una práctica antisindical y una discriminación a los afiliados al Sindicato ya que estos últimos deben incurrir en gastos por el hecho de pertenecer al Sindicato, destinar horas a asambleas y dedicar parte de su tiempo al procedimiento de negociación colectiva, obteniendo en definitiva los mismos beneficios que aquellos que no negociaron colectivamente, con la diferencia que estos últimos no incurrieron ni en gastos ni destinaron parte de su tiempo a ello. Esto, al decir de los demandantes, constituye una práctica antisindical, en cuanto desincentiva la idea de pertenecer a un Sindicato ya que los beneficios que se obtienen en uno y otro caso son los mismos.


No obstante lo expuesto, en el supuesto de haberse hecho extensivos los beneficios a todos  los trabajadores, igualmente no sería procedente el descuento reclamado, toda vez que, para que proceda dicho descuento, es necesario que exista en la empresa un sindicato al cual hacer el aporte que se descontará a los trabajadores, situación que en el caso de su representada no ocurre toda vez que no existe un Sindicato constituido a su interior. Además, como se ha dicho, en este caso quien obtuvo los beneficios contemplados en el contrato colectivo es un grupo de trabajadores unidos para negociar.


Al respecto, el artículo 346 del Código del Trabajo en esta materia señala: "Los trabajadores a quienes el empleador les hiciere extensivos los  beneficios estipulados en el  instrumento  colectivo respectivo,… deberán aportar al sindicato que hubiere obtenido dichos beneficios, un setenta y cinco por ciento de la cotización mensual ordinaria, durante toda la vigencia del contrato…" La norma anterior es clara al determinar que el aporte sindical procede para el caso en que un sindicato hubiere obtenido los beneficios.   Es más, el 75% se calcula sobre la cuota ordinaria que aportan los afiliados al sindicato empresa, cosa que acá no ocurre porque, como han señalado fehacientemente, No existe Sindicato en Clínica Ciudad del Mar, y si bien es cierto hay trabajadores afiliados al Sindicato Nacional Interempresas D&S v Otros, el proyecto de contrato colectivo no fue presentado por éste, sino sólo por el Grupo Negociador antes mencionado.


Hace presente que reiterada Jurisprudencia de la Dirección del Trabajo ha sido conteste en determinar que, el Aporte Sindical del 75% que deben hacer los trabajadores a quienes el empleador hace extensivos los beneficios de un contrato colectivo, resulta procedente sólo en el evento que los beneficios los haya obtenido un sindicato, cuyo no es el caso que motiva el presente juicio. Así se determina en  el Dictamen Nº 1329/019, de 27.03.08 de la Dirección del Trabajo, que reproduce.


Con respecto a la supuesta práctica antisindical o eventual discriminación alegada en la demanda de autos, asume que el representante de los trabajadores demandantes está en pleno conocimiento que en Clínica Ciudad del Mar no existe sindicato alguno. Señala que estos incentivos buscarían disminuir la fuerza de los sindicatos al interior de la empresa, pero, reitera, no existe sindicato al interior de la empresa, por lo que mal podría tener su representada  la intención de disminuir la fuerza de algo que no existe. Pero aun en el entendido de que quisiesen referirse a la eventual fuerza o adhesión de trabajadores al Sindicato Interempresa antes mencionado, es menester hacer presente que el número de trabajadores que presta servicios al interior de la Clínica y que se ha afiliado al Sindicato Interempresa ya señalado se ha mantenido igual entre el mes de enero, mes anterior a la suscripción del contrato, y el mes de mayo, fecha de interposición de la demanda. Si bien es cierto ha habido cambios en la nómina de los trabajadores afiliados al ya mencionado Sindicato, no es menos cierto, en primer término, que trabajadores de su representada han optado por afiliarse al Sindicato Interempresa incluso después de los hechos que supuestamente denotan prácticas antisindicales, y asimismo, las renuncias existentes aducen motivos diametralmente distintos a la circunstancia de haber hecho extensivo, legítimamente, ciertos beneficios establecidos en el contrato colectivo al resto de trabajadores.


Lo mencionado deja en evidencia que no ha habido, en caso alguno, prácticas antisindicales por parte de la denunciada a objeto de disminuir la fuerza de los sindicatos (que no existen) al interior de la empresa.


En el mismo sentido, nada impide a los trabajadores de la demandada que estos formen su propio sindicato, negociar colectivamente a través de él y si la empresa decide otorgar iguales beneficios a los demás trabajadores, descontar el aporte sindical respectivo, pero mientras no exista sindicato en la empresa, su representada se ve impedida de efectuar dicho descuento, ya que ello es jurídicamente improcedente.


Se denuncia una discriminación en contra del sindicato Interempresas de Supermercados D&S, ya que según el libelo pretensor se estaría desincentivando a los trabajadores de su representada a afiliarse al mismo, lo cual resulta incomprensible para su parte, ya que, en primer lugar el Sindicato Interempresa de Supermercados D&S no es parte en esta causa y, en segundo término, nadie, dentro de la estructura de la empresa, obligó ni negó a sus trabajadores a reunirse para negociar colectivamente. Simplemente lo hicieron quienes quisieron hacerlo. Su representada no restringe la libertad sindical en ninguna de sus formas.


De acuerdo a lo expuesto no existen ni siquiera indicios de que la denunciada haya conculcado las garantías constitucionales  de los artículos 1o inciso 4 y 19 Nº 16. Respecto de las garantías constitucionales del artículo 19 N.º 15 y 19, no se encuentran amparadas por este procedimiento. Tampoco ha infringido los Tratados Internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. Asimismo, niega esta parte infringir las disposiciones del Código del Trabajo, en sus libros III y IV y modificaciones posteriores. Al contrario, esta parte está en el convencimiento de haberse apegado estrictamente a la ley en cuanto a la extensión de beneficios a los trabajadores que no formaron el Grupo Negociador, en cuanto dichos beneficios no son iguales y, además, porque le está prohibido realizar un descuento no contemplado en la ley a un grupo de trabajadores que no ha autorizado dicho descuento y que por ley (artículo 346 del Código del Trabajo) su parte no está obligada a descontar.  Tampoco atenta el proceder de su representada contra las disposiciones de la Ley 19.759, ni se han producido actos de discriminación según lo dispone el artículo 2o del Código del Trabajo.


Al respecto  la jurisprudencia reiterada de los Tribunales ha sido categórica en señalar que para que exista una práctica antisindical deben concurrir una multiplicidad de actos y acciones que la denoten en forma inequívoca, la que debe ser probada fehacientemente atendido que se trata de una situación de carácter excepcional, inusual. 


Termina la demanda, en el petitorio, señalando que se condene a su representada al pago de prestaciones que este procedimiento no contempla, tales como:

a)   El pago a cada uno de los demandantes del monto de las cuotas sindicales ($3.495) por todo el período de vigencia del contrato colectivo (24 meses).

Lo indicado es a todas luces improcedente desde que el artículo 346 obliga a descontar la cuota sindical correspondiente (un 75% de la cuota ordinaria), en el evento que se hubieren otorgado los mismos beneficios a los trabajadores, pero a beneficio del sindicato. Sindicato que en este caso no existe, por lo tanto no existe la entidad receptora del supuesto pago que se demanda en autos.

b)  Un monto de $200.000 a cada uno de los trabajadores por los gastos y tiempo que deben emplear en actividades sindicales. Es efectivo que la ley dispone la libertad sindical, pero en ninguna norma se establece que el empleador deberá cargar con la obligación de financiar las actividades sindicales ni mucho menos las asesorías externas que los trabajadores soliciten en forma particular. Su representada ha cumplido cabalmente con descontar y pagar al Sindicato Interempresa al que pertenece un grupo de trabajadores, la cuota sindical respectiva.

c) Al pago de una indemnización por daño moral a los trabajadores que se cuantifica en la suma de $4.000.000 para cada uno de ellos, sanción que se contradice con el procedimiento de tutela interpuesto, resultando absolutamente incompatible con el procedimiento de autos.


Respecto de la condena al pago de la multa de 150 UTM, remisión de la sentencia para su registro y publicación en la Dirección del Trabajo y el cese inmediato de las conductas consideradas por la contraria como discriminatorias y desleales, esta parte solicita su más absoluto rechazo, por cuanto, como se ha señalado en reiteradamente, no ha cometido los actos de los que se le pretende acusar, acusación que resulta del todo temeraria ya que se pretende configurar una conducta desleal de parte de su representada con el único fin de justificar peticiones de carácter pecuniario absolutamente contrarias a derecho.


De esta manera, ha quedado meridianamente claro que su representada no ha cometido los actos de discriminación denunciados ni ha incurrido en las conductas o prácticas antisindicales descritas en la demanda, por lo que la misma deberá ser necesariamente rechazada, con expresa condenación en costas por considerar que la demanda ha sido interpuesta de manera temeraria.

TERCERO: Que se hizo el llamado a conciliación y no se produjo. Se recibió la causa a prueba y se rindieron las que se indica a continuación.

CUARTO: Que la denunciante se valió de las pruebas siguientes:

A.- DOCUMENTAL. Se incorporan  los siguientes documentos:

1. Copia del contrato colectivo celebrado entre las partes, de fecha 04 de febrero de 2011.

2. Anexo del contrato colectivo, donde consta la nómina de trabajadores afecto al mencionado instrumento.

3.  Liquidaciones de remuneraciones de la trabajadora que prestaba servicios en la empresa denunciada no sindicalizada, doña Lorena Orellana, correspondiente a los meses de enero, febrero, marzo y abril de 2011.

B.- CONFESIONAL: Absuelve posiciones en representación de la empresa denunciada, su  gerente general doña Elizabeth Cecilia Frese Bruno, ingeniero comercial, quien expresa que el contrato colectivo de fecha 4 de febrero de 2011 se suscribió con un grupo de trabajadores que negociaron y que adhieren a un sindicato interempresa completamente ajeno a la empresa. Actualmente en la empresa hay como 400 trabajadores y los que negociaron como 130.  Los beneficios del contrato colectivo corresponden a los mismos que la empresa ya otorgaba desde bastantes años, al menos seis años, a todos los trabajadores de la clínica que cumplen las mismas funciones. No se trató de beneficios nuevos. Señala que es práctica habitual que todos los que desempeñan una misma función reciban los mismo beneficios porque se busca la igualdad entre los trabajadores. 

C.- TESTIMONIAL: Prestan declaración por la denunciante:

1.- Juan Carlos Olivares Ramírez, es Presidente del Sindicato Interempresa a que se afiliaron  los demandantes de este juicio. Desde mayo de 2010 se encuentra suscrita a este Sindicato la Clínica Ciudad del Mar con unos 150 trabajadores. Se firmó contrato colectivo en febrero de 2011, por dos grupos negociadores, los de la Clínica y los de Servicios. Estar en el sindicato implica costos: cuota sindical de $4.500 por trabajador, multas de $5.000 por no concurrir a las reuniones y además deben costear su locomoción porque las reuniones no son en la Clínica  por razones de horarios y por tanto, se reúnen en un lugar externo. Los beneficios obtenidos con el contrato colectivo fueron la movilización de $18.000, más el sueldo base, bono de cuarto turno y un crédito blando pagadero en el plazo que dura el contrato colectivo. La negociación fue corta, se logró pronto acuerdo en una semana o 10 días. Antes del contrato colectivo estos beneficios no existían, lo que sostiene por haber visto liquidaciones, pues él no trabaja para la demandada. Se le exhibe el contrato colectivo de 4 de febrero de 2011 y la nómina de las personas que entonces adhirieron y son 75. También se le exhiben liquidaciones de enero, febrero y marzo de 2011 de personas que no pertenecen al sindicato y dice que los beneficios surgen en febrero. Indica que al hacer extensivos estos beneficios a quienes no adhirieron al sindicato y, al no descontarles la cuota sindical, se perjudica al sindicato porque no crece. Además se le da el beneficio a quien no hizo sacrificio alguno para obtenerlo. Contrainterrogado dice que para sostener que los beneficios no existían antes del contrato colectivo le bastó ver la situación de  1 o  2  trabajadores. No puede decir que antes no se les hubiera otorgado  crédito blando, pero éste se logró como término de conflicto. Después de firmado el contrato colectivo, se han afiliado más personas.  

2.- Evelyn Pamela Villarroel Mella, Run N° 12.227.563-9, quien es paramédico de la Clínica Ciudad del Mar y trabaja  en Pabellón, declara que no se cumplió con algo prometido en la negociación colectiva porque se obtuvo mayor sueldo base, movilización, beneficios para la gente del sindicato, pero después se dio estos mismos beneficios a toda la gente de la Clínica. Los costos económicos de los negociadores consisten  sobre todo en tiempo destinado a reuniones y  gastos de traslado hacia el lugar de la asamblea, el valor de la cuota sindical de $3.400 y las multas de $3.000 que se les aplica por no concurrir a reuniones, sin embargo se extendieron los beneficios a quienes no negociaron y no tienen costos. Cree que se dieron a todos los trabajadores con su misma antigüedad, pero no puede asegurar que se les diera a los nuevos empleados. Para el Sindicato esta extensión significa que ha sido menos valorado, se perdió confianza y muchos se burlaron de lo que lograron. Varios de estos beneficios ya estaban siendo otorgados y sólo se confirmaron por escrito en el contrato colectivo. El aumento de sueldo y el bono de movilización se concretaron porque hacía mucho tiempo que no había aumento. Por esto es que no ha habido interés en  pertenecer al Sindicato. Respecto de los créditos blandos dice que efectivamente la Clínica ha ayudado a quienes lo requirieron otorgándoles créditos, pero que no eran lo mismo que los obtenidos con el grupo negociador, sólo para ellos.

D.- EXHIBICION DE DOCUMENTOS: A solicitud de la denunciante, la parte denunciada exhibe

1. Contrato de trabajo de 20 trabajadores que realizan labores similares de la Clínica Ciudad del Mar, que no formaron parte de la negoción colectiva,  con indicación de la fecha en que se iniciaron extensivos los beneficios del instrumento colectivo.

2. Liquidaciones de remuneraciones de los mismos trabajadores, correspondientes a los meses de enero, febrero y marzo del año 2011.

QUINTO: Que a su vez la denunciada rinde las pruebas siguientes:

A.- DOCUMENTAL: Se incorporan los siguientes documentos:

1. Proyecto de contrato colectivo de trabajo de fecha 26 de noviembre de 2010, presentado por el grupo negociador a Clínica Ciudad del Mar S.A.

2. Comunicación realizada por la clínica a los trabajadores, a objeto de adherirse a negociación, de fecha 01 de diciembre de 2010.

3. Carta enviada por don Guillermo Miranda, jefe de recursos humanos de Clínica Cuidad del Mar S.A. a la Inspección del Trabajo, de fecha 07 de diciembre de 2010, entregada con fecha 09 de diciembre de 2010.

4. Contestación a proyecto de contrato colectivo de fecha 14 de enero de 2011.

5. Carta en enviada a la Inspección del Trabajo por  don Guillermo Miranda, jefe de recursos humanos de Clínica Cuidad del Mar S.A, con fecha 17 de enero de 2011.

6. Copia del acta de la reunión fecha 20 de enero de 2011, realizada en el contexto de la negociación colectiva.

7. Contrato colectivo de fecha 04 de febrero de 2011, más la correspondiente carta enviada a la Inspección del Trabajo de fecha 07 de febrero de 2011.

8. Nómina de trabajadores sindicalizados, tanto de Clínica Ciudad del Mar como de Servicios Médicos Cuidad del Mar, de los meses de noviembre y diciembre de 2010 y de enero a mayo de 2011.

9. Cinco renuncias voluntarias al sindicato de las interempresas D y S, de las trabajadoras Katherine Osorio Labra, Karina Alejandra Moya Peña, Lorena Pineda Urtubia,  Estefani Mesías Cortés y Judit Jiménez Guzmán.

10. Nómina de trabajadores que negociaron colectivamente con Clínica Ciudad del Mar S.A.

11. Ordinario 2784 de la Dirección del Trabajo de fecha 31 de diciembre de 2010. 

12. Carta  enviada por  don Renato Aguirre Martínez, tesorero del  sindicato nacional interempresas supermercados  D Y S y otros, de fecha  16 de julio del año 2010 enviada a don Guillermo Miranda, jefe de recursos humanos de Clínica Cuidad del Mar S.A.

13. Anexos de contratos individuales de trabajo de los trabajadores sindicalizados, Sonia Martínez Ponce de fecha 01 de mayo de 2011, Cristián Henríquez Núñez de fecha 01 de mayo de 2011, Katherine Osorio Lara de fecha  de fecha 01 de mayo de 2011, Elvia Zabala Cabrera de fecha 01 de mayo de 2011, Maritza Muñoz Ramírez de fecha 01 de junio de 2011 y  Yolanda Catalina Jeldez Díaz de fecha 01 de febrero de 2011.

14. Siete correos electrónicos entre el señor Renato Aguirre, tesorero del sindicato de interempresas D Y S y don Guillermo Miranda, en los que informa mensualmente la nómina de los trabajadores sindicalizados para efectos de efectuar el descuento de la cuota correspondiente, de fechas 15 de noviembre de 2010, 14 de diciembre de 2010,  19 de enero de 2011, 15 de febrero de 2011, 17 de marzo  de 2011, 18 de abril de 2011 y 17 de mayo de 2011.

B.- TESTIMONIAL: Declaran por esta parte los testigos siguientes:

1.- Guillermo José Miranda Bustamante, psicólogo, quien actualmente trabaja en Corpora, pero antes trabajó en Clínica Ciudad del Mar como Jefe de Recursos Humanos y trabajó con grupos negociadores o entidades sindicales que existieron en la Clínica. En noviembre de 2010 un grupo de trabajadores presentó un proyecto de negociación colectiva, que fue el primero presentado a la Clínica, en el que se solicitaba  a la empresa que renunciara a su derecho a hacer extensivo los beneficios que se acordaren en el proceso de negociación.  A este proyecto la empresa dio respuesta, cree que el 14 de enero de 2011 y respecto al tema de renuncia a hacer extensivos los beneficios no se dio lugar a la solicitud, lo que se dice expresamente y por escrito en la misma respuesta al proyecto. La discusión fue breve. Se volvió a solicitar lo de la renuncia a hacer extensivos los beneficios, pero finalmente se aceptó por las partes que la extensión es un derecho del empleador. El contrato colectivo se firmó el 4 de febrero de 2011 y en él se estableció clara y expresamente que ellos mantienen su potestad de extender beneficios. El contrato formalizó beneficios que históricamente se daban en la Clínica, por ejemplo, Fiestas Patrias y Navidad se daban desde 2005. También beneficios por fallecimiento de familiares, seguro complementario de salud y bonos de vacaciones. El contrato colectivo no incluye nada nuevo, salvo la variación de las cifras monetarias en especial lo del aumento del sueldo base. La historia de reajustes de sueldo base es que  se hacía   de acuerdo con IPC y a veces por sobre este IPC como ocurrió en 2008 cuyo reajuste fue muy superior. Se hacía anualmente, específicamente en enero y para todos los trabajadores a quienes se les comunicaba por Intranet. Respecto de los créditos blandos dice que también históricamente la clínica tuvo la política de entregar estos créditos, incluso en algún momento se instituyó un procedimiento para ello. Se convenía entre las partes, generalmente por apremio de salud o económico del trabajador. Se tratara de un beneficio particular y confidencial. En la negociación se estimó necesario establecer un sistema de crédito blando. El bono de movilización ya existía sólo se convino una nueva suma. La empresa operaba por principio de equilibrio interno, así por las mismas funciones se pagaba igual sueldo base, razón por la cual se estimó necesario mantener la equidad y hacer extensivos los beneficios del contrato colectivo a todos los que realizaban las mismas funciones. Asegura que él era el nexo entre el Sindicato interempresa y la empresa y sabe que después del contrato colectivo no hubo variación en la afiliación, quizás hubo alguna renuncia, pero también incorporación. Dentro de la empresa hay dos entidades la Clínica Ciudad del Mar que tiene que ver con los servicios hospitalarios y también Servicios Ciudad del Mar que tiene que ver con los servicios ambulatorios y el área de administración. No hubo petición de formación de Sindicato Empresa ni denuncias por prácticas antisindical en la Inspección del Trabajo.

2.- Claudia Carolina Ellies Fuenzalida, enfermera, trabaja en la Clínica Ciudad del Mar desde hace cinco años, actualmente es subgerente de atención a clientes desde hace 4 meses. Conoce el contrato colectivo porque trabajó en la negociación. Allí tuvo acceso al proyecto de contrato colectivo que se presentó en noviembre de 2010, en el cual se solicitaba que la empresa renunciara a su derecho a extender beneficios. Hubo varias reuniones, cinco o seis y siempre se explicó que la empresa tenía política de grado o asignación de funciones y por tanto no podía tener funcionarios con cierta carga o función y con rentas diferentes. La empresa siempre ha tenido igual renta para todos los que desarrollan la misma función.  De lo contrario se pierde la afinidad y cohesión o equilibrio del grupo, lo que es fundamental en las funciones de la Clínica. El 4 de febrero de 2011 se firmó el contrato colectivo y  no se consideró esta renuncia  al derecho a extender los beneficios. Respecto de los beneficios señala que éstos se vienen dando desde hace 5 años a lo menos y que con el contrato colectivo se plasma  formalmente la entrega de ellos. Son beneficios dados históricamente, salvo  que quedaron por escrito y que se concretó el monto fijo de aumento de  sueldo base y movilización para 2011 y 2012. El sueldo base se reajustaba antes por el IPC. El préstamo blando era un monto fijo de $300.000 por 24 meses, sin intereses y debía solicitarlo el negociador dentro de un determinado plazo que se estipuló. Este beneficio no era novedoso porque la Clínica históricamente daba créditos blandos, por ejemplo prestaba dinero para funeral de padre de funcionario fallecido, también para pagar estudios de un hijo y esto se pagaba a largo plazo. En la empresa hay dos entidades: Clínica Ciudad del Mar y Servicios Ciudad del Mar. Todos los trabajadores ejercen sus cargos para ambas. Los trabajadores nunca tuvieron interés en organizar sindicato empresa, Tampoco ha habido denuncia por prácticas antisindicales.

C.- OFICIOS: Esta parte solicitó información a la Dirección del Trabajo, acerca de la existencia de  registro de inscripciones de sindicatos dentro de Clínica Ciudad del Mar S.A. Al respecto se recibió respuesta señalando que no existen organizaciones sindicales asociadas  a la empresa Clínica Ciudad del Mar SA. Sin perjuicio de lo cual, dicha empresa tiene asociado un proceso  de negociación colectiva reglada, con un grupo de 86 trabajadores involucrados. 

SEXTO: Que la controversia se ha circunscrito a dilucidar si los beneficios obtenidos en la negociación colectiva celebrada con el grupo negociador, la empresa los hizo extensivos íntegramente a todos los  trabajadores de la empresa; Si la denunciada incurrió en actos discriminatorios; si existe constituido sindicato de empresa al interior de la Clínica Ciudad del Mar y, si los denunciantes sufrieron perjuicios a consecuencia de los hechos denunciados.

SEPTIMO: En relación a la existencia de sindicato de empresa al interior de la Clínica Ciudad del Mar, se recibió oficio de la Dirección del Trabajo que informa  que no existen organizaciones sindicales asociadas  a dicha empresa.

OCTAVO: Que en lo concerniente a la extensión de beneficios obtenidos en la negociación colectiva celebrada con el grupo negociador, los declarantes de ambas partes  indican que estos beneficios se venían otorgando por la empresa desde varios años y que con el contrato colectivo lo que se hizo fue formalizarlos y plasmarlos en un documento concretando el monto a pagar por dichos conceptos, de suerte que no se trató de beneficios nuevos o novedosos. Situación que  no permitiría establecer la referida extensión de beneficios, sin embargo  se debe considerar que los propios testigos de la denunciada, Guillermo Miranda y  Claudia Ellies, han declarado que la empresa operaba buscando el equilibrio interno, de manera que por las mismas funciones se pagaba igual sueldo, razón por la cual se estimó necesario mantener la equidad y hacer extensivos los beneficios del contrato colectivo a todos los que realizaban las mismas funciones.


En consecuencia, se tendrá por establecido que sí hubo extensión de beneficios.

NOVENO: Que en lo que atañe a prácticas antisindicales y discriminación, ponderando las pruebas rendidas y analizando las disposiciones legales aplicables a la materia que se analiza, se concluye que no se han configurado, por lo siguiente:

a) Porque según consta  del contrato colectivo celebrado entre las partes, de fecha 04 de febrero de 2011, éste fue celebrado entre un grupo de trabajadores de la empresa Clínica Ciudad del Mar SA que se unieron para negociar colectivamente y la empresa denunciada. No se menciona participación alguna de organización sindical, no ha sido el Sindicato quien presentara el proyecto de contrato colectivo en representación de estos trabajadores como lo establece el art 334 bis del Código del Trabajo.

b) Porque tampoco quedó probado que el Sindicato Nacional Interempresa de Trabajadores de Supermercados D&S haya inscrito y preparado a un grupo de trabajadores de la empresa demandada para negociar colectivamente, quedando de este modo totalmente ajeno a la negociación llevada a cabo por el grupo de trabajadores unidos para negociar.

c)  Porque  la empresa hizo uso de la facultad que le confiere el art 346 del Código del Trabajo al extender los beneficios del contrato colectivo a trabajadores que no negociaron y atendido a que no hubo un sindicato que obtuviera los beneficios en la negociación colectiva, no está obligada a descontar un 75% de la cuota sindical a los trabajadores no sindicalizados, ya que no tiene a quien aportarla. Ello porque la obligación de cotizar nace cuando los beneficios extendidos se encuentran contemplados en un contrato o convenio colectivo, que haya tenido su origen en una negociación colectiva llevada a cabo por una organización sindical, cuyo no es el caso.

d) Porque no puede estimarse que haya habido discriminación en contra del sindicato Interempresas de Supermercados D&S, desestimulando a los trabajadores a afiliarse al mismo, por cuanto según se ha señalado no hubo negativa de la empresa a descontar el porcentaje de la cuota sindical a los trabajadores que recibieron la extensión de beneficios, sino que este descuento no es procedente en la especie porque los beneficios no fueron obtenidos por sindicato alguno. Además no se probó en el juicio que la denunciada impidiera la afiliación o que interviniera en la desafiliación, por el contrario consta de los correos electrónicos remitidos al Jefe de Recursos Humanos, entre los meses de noviembre de 2010 y mayo de 2011, que en todos ellos hubo renuncias y nuevas afiliaciones al sindicato interempresa antes mencionado y, que a los socios se les hizo el descuento de la cuota sindical.

e) Porque en todo caso no puede estimarse que para los demandantes  el sólo hecho de cumplir sus obligaciones de pagar cuotas sindicales y concurrir a reuniones de la organización a que pertenecen, constituya un perjuicio, sino que es una obligación inherente a su afiliación, resultando del todo improcedente pretender  que la empresa les indemnice por haber pagado las cuotas y destinado tiempo para concurrir a reuniones.

DECIMO: Que por lo anterior, forzoso resulta  rechazar la denuncia por prácticas antisindicales y la consecuente multa, como también las improcedentes indemnizaciones.

Visto además lo dispuesto en los arts. 289, 291, 292, 344, 346, 456, 458, 459 del Código del Trabajo, SE DECLARA:


Que se rechaza la demanda en todas sus partes, con costas.


Regístrese, notifíquese y archívese en su oportunidad.

RIT T-71-2011


RUC 11- 4-0018407-2


Dictada por doña MÓNICA SOFFIA FERNÁNDEZ, Juez Titular del Juzgado de Letras del Trabajo de Valparaíso.

